
DENOMINACIÓN:

DECRETO–LEY 16/2014, DE 23 DE DICIEMBRE, POR EL QUE SE MODIFICAN LA LEY 13/2003, DE 17 DE
DICIEMBRE, DE DEFENSA Y PROTECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS DE ANDALUCÍA Y LA LEY
1/2014, DE 24 DE JUNIO, DE TRANSPARENCIA PÚBLICA DE ANDALUCÍA, Y SE ESTABLECEN MEDIDAS EN
RELACIÓN CON EL SERVICIO DE INSPECCIÓN TÉCNICA DE EQUIPOS DE APLICACIÓN DE PRODUCTOS
FITOSANITARIOS.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

Conforme al artículo 58.2.4º del Estatuto de Autonomía, la Comunidad Autónoma de Andalucía asume competencias
exclusivas de acuerdo con las bases y la ordenación de la actuación económica genera, y en los términos de lo
dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.11ª y 13ª de la Constitución, sobre las siguientes materias: 4º. Defensa
de los derechos de los consumidores, la regulación de los procedimientos de mediación, información y educación en
el consumo y la aplicación de reclamaciones.

En el ejercicio de esta competencia, la Comunidad Autónoma de Andalucía aprobó la Ley 5/1985, de 8 de julio, de
los Consumidores y Usuarios en Andalucía, y la posterior Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección
de los Consumidores y Usuarios de Andalucía, que sustituye a la anterior, que en su artículo 15 regula el arbitraje
como medio de agilizar la resolución de conflictos en materia de consumo. El Sistema Arbitral de Consumo
constituye un servicio público que las Administraciones Públicas, en colaboración con las organizaciones
empresariales y organizaciones de personas consumidoras y usuarias, ponen a disposición de la ciudadanía para
resolver los conflictos en materia de consumo de una manera eficaz, sencilla, gratuita, rápida, voluntaria y de
calidad, con efectos vinculantes y ejecutivos. Se organiza a través de las Juntas Arbitrales de Consumo constituidas
en las distintas Administraciones Públicas como órganos administrativos de gestión del arbitraje institucional de
consumo, y que prestan servicios de carácter técnico, administrativo y de secretaría.

El carácter específico y singular de la participación en los órganos que ejercen la función arbitral comporta una labor
técnica y de decisión ante los asuntos de la ciudadanía sometidos a arbitraje de consumo, la cual conlleva un acto de
responsabilidad, por cuanto que respecto al asunto sometido a su decisión no cabe ni tan siguiera segunda instancia.
Junto a ello, quien ostenta la presidencia asume asimismo la elaboración del laudo arbitral, así como la
responsabilidad en la dirección del acto de audiencia, en el cual además se proporciona atención e información a las
personas interesadas acerca del procedimiento arbitral y sus efectos, realizándose una labor en determinadas
ocasiones no exenta de conflicto, puesto que se citan al acto de audiencia arbitral a ambas partes en litigio.
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En este sentido, el Decreto 54/1989, de 21 de marzo, sobre indemnizaciones por razón del servicio de la Junta de
Andalucía, prevé los supuestos en que personas ajenas a la función pública de la Junta de Andalucía tienen derecho
al cobro de indemnizaciones, y sin embargo no recoge ninguna previsión sobre indemnizaciones por asistencia a
órganos arbitrales de consumo. 

Si bien la naturaleza jurídica de esta participación en la función arbitral ha sido objeto de distintos pareceres, y por lo
tanto de distintos enfoques en su tramitación administrativa, una vez sentada su viabilidad en el marco de las
indemnizaciones por razón del servicio, y debido a que dichas circunstancias son el origen de un importante retraso
del funcionamiento del sistema arbitral, que puede incluso abocar en el bloqueo de las tareas encomendadas y por
lo tanto en el colapso del sistema, resulta indispensable y urgente, antes de que se produzca tal situación, y por
seguridad jurídica, articular el sistema de compensaciones económicas del sistema arbitral en Andalucía, previendo
en la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, así como en el citado Decreto 54/1989, 21 de marzo, la indemnización por
ese concepto. Asimismo por dicho motivo se aborda un régimen transitorio que haga frente y resuelva, antes de la
finalización del presente ejercicio económico, la paralización de la tramitación de los expedientes del sistema arbitral
desde el año 2012.

Por otra parte, algunas de las previsiones y medidas de la Ley 1/2014, de Transparencia Pública de Andalucía,
necesitan adelantar su vigencia a una fecha anterior a la determinada inicialmente. Se trata de las previsiones
orgánicas contenidas en el Título V cuya implementación ha de hacerse con la antelación necesaria para que a la
fecha de entrada en vigor del texto legal (30 de junio de 2015) sus contenidos puedan ser aplicables con unas
mínimas garantías, aunque sea a un nivel inicial. Esa necesidad se da especialmente en las previsiones que
necesitan de un desarrollo reglamentario o de creación o modificación de la relación de puestos de trabajo. En este
caso están las estructuras sobre las que se soporta el peso de la aplicación de los contenidos regulados, el Consejo
de la Transparencia y las unidades y comisiones de transparencia de las Consejerías.

Por último, la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de Sanidad Vegetal, establece que los equipos de aplicación de
productos fitosanitarios han de cumplir unos requisitos de uso, mantenimiento y puesta a punto que permitan
garantizar su correcta utilización, de forma que a través de una distribución homogénea y de unas dosis adecuadas
puedan evitarse efectos nocivos o perjudiciales en la salud humana y el medio ambiente. Para verificar el
cumplimiento de tales condiciones, prevé un sistema de control mediante la realización de las correspondientes
inspecciones.

Los mencionados equipos de aplicación de productos fitosanitarios también han sido objeto de regulación en
diversos aspectos por la legislación comunitaria, entre la que cabe destacar: la Directiva 2006/42/CE del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de mayo de 2006, relativo a las máquinas y por la que se modifica la
Directiva 95/16/CE; la Directiva 2009/127/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009,
por la que se modifica la Directiva 2006/42/CE en lo que respecta a las máquinas para la aplicación de plaguicidas;
la Directiva 2009/128/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por la que se establece
el marco de la actuación comunitaria para conseguir un uso sostenible de los plaguicidas.

Dentro de las medidas contempladas en la Directiva 2009/128/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de
octubre de 2009, por la que se establece el marco de la actuación comunitaria para conseguir un uso sostenible de
los plaguicidas, se incluye la obligación de que los equipos de aplicación de plaguicidas sean objeto de inspecciones
periódicas y que, a partir del 14 de diciembre de 2016, solamente puedan ser utilizados para fines profesionales los
equipos de aplicación de plaguicidas que hayan pasado con éxito la inspección.

El Real Decreto 1702/2011, de 18 de noviembre, de Inspecciones Periódicas de los Equipos de Aplicación de
Productos Fitosanitarios, ha procedido al desarrollo reglamentario de esta materia, previendo el artículo 7.1 que las
estaciones de Inspección Técnica de Equipos de Aplicación de Productos Fitosanitarios puedan pertenecer a
unidades propias de la Administración autonómica o a otras entidades, públicas y privadas, debidamente
autorizadas.
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El artículo 7 del Real Decreto-Ley 7/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgentes en el Sector de las
Telecomunicaciones, dispuso que la prestación de los servicios de Inspección Técnica de Vehículos podría efectuarse
por las Comunidades Autónomas o Administración competente, directamente o a través de sociedades de economía
mixta en cuyo capital participen, o por particulares. En este aspecto, la Ley 18/2003, de 29 de diciembre, por la que
se aprueban Medidas Fiscales y Administrativas, estableció en el artículo 127.1 que “a los efectos de dar
cumplimiento a lo establecido en el artículo 7 del Real Decreto-Ley 7/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgentes en
el Sector de las Telecomunicaciones, la prestación del Servicio de ITV en Andalucía se realizará de manera directa
por la Administración en régimen de exclusividad mediante la empresa pública Verificaciones Industriales de
Andalucía”.

La experiencia ha acreditado que el régimen de exclusividad es el idóneo para la prestación del Servicio de ITV,
proporcionando una aplicación homogénea en todo el territorio de Andalucía a partir de las inversiones realizadas en
la mejora de las infraestructuras y equipamientos de la Red de Estaciones.

No cabe duda de que entre los servicios de Inspección Técnica de Vehículos y de Inspección Técnica de Equipos de
Aplicación de Productos Fitosanitarios hay un evidente paralelismo, en la medida en que ambos tienen por objeto la
verificación en máquinas del cumplimiento de unos requisitos de uso, mantenimiento y puesta a punto. Por ello, es
necesario aprovechar las sinergias que puede producir la prestación de ambos servicios por una misma entidad,
implantada en todo el territorio de Andalucía y dotada de una amplia Red de Estaciones. Con esta medida se evitan
igualmente las distorsiones que podría ocasionar la atomización del Servicio de Inspección a partir de la proliferación
de entidades autorizadas para su prestación, al centrarse éstas fundamentalmente en las zonas con mayor densidad
de equipos de aplicación de productos fitosanitarios, con el consiguiente perjuicio para las personas titulares de tales
equipos en núcleos de población más dispersos.

Por esta razón se considera necesario que la prestación del servicio de Inspección Técnica de Equipos de Aplicación
de Productos Fitosanitarios se lleve a cabo directamente por la Administración de la Junta de Andalucía, en régimen
de exclusividad, a través de la sociedad del sector público andaluz “Verificaciones Industriales de Andalucía, S.A.”
(en adelante, VEIASA).

II

En cuanto a las condiciones de extraordinaria y urgente necesidad que se exigen para la utilización de este
instrumento normativo, la regulación contenida en este Decreto-ley cumple dichas condiciones y atiende a los
requisitos del artículo 110 del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

Con respecto a la modificación de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre y demás disposiciones relacionadas, la
regulación contenida en este decreto-ley cumple las condiciones de extraordinaria y urgente necesidad que se exigen
para la utilización de este instrumento normativo y atiende a los requisitos que prevé el artículo 110 del Estatuto de
Autonomía para Andalucía, debido a la concurrencia de las circunstancias excepcionales anteriormente expuestas
derivadas de la falta de una regulación apropiada, y ante la necesidad de impedir el bloqueo de la actividad arbitral
en Andalucía.

Esta urgencia se justifica en el caso de la modificación de la Ley 1/2014, de 24 de junio, como ya se ha apuntado
en la necesidad de poner en marcha desde el momento inicial la estructura que dará garantía al conjunto de
derechos y obligaciones que se regulan en el mencionado texto legal.

Por último, y con respecto a las medidas referidas al servicio de inspección técnica de los equipos de aplicación de
productos fitosanitarios, ha de señalarse que los mismos constituyen un medio común de producción utilizado en las
explotaciones agrarias, tanto en los sistemas de secano como en los de regadío, sin distinción entre los distintos
tipos de producción. La imposibilidad de utilizar estos equipos para la producción agrícola influiría de forma muy
negativa en los resultados económicos de las explotaciones, en la competitividad de las mismas en los mercados y,
como consecuencia, en el impulso que la actividad agraria tiene como motor de crecimiento económico y de empleo
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en Andalucía.

Por tanto, dada la importancia económica del sector agrario, lo novedoso de la implantación de este sistema de
inspección, el volumen de equipos a inspeccionar (finalizado el censo se alcanzará el 45% de los equipos a nivel
estatal), la necesidad de que las inspecciones deban realizarse en el entorno de trabajo de los mismos debido a la
poca movilidad que los caracteriza, así como la estructura distributiva de las explotaciones en el territorio andaluz y
la orografía de la misma, hacen que deba de iniciarse a la mayor brevedad posible su implantación.

Con esta medida, la Junta de Andalucía pretende generar confianza sobre las producciones agrarias andaluzas,
garantizando el uso sostenible de los plaguicidas y contribuyendo a la salud y seguridad de las personas,
aumentando así la competencia efectiva de las producciones andaluzas en los mercados y con ello la dinamización
de la economía andaluza.

En su virtud, en uso de la facultad concedida por los artículos 110 y 57.1.g), 58.2.4º y 61 del Estatuto de Autonomía
para Andalucía, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27.3 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del
Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, a propuesta del Vicepresidente de la Junta de Andalucía y
Consejero de Administración Local y Relaciones Institucionales, el Consejero de la Presidencia, el Consejero de
Economía. Innovación, Ciencia y Empleo y la Consejera de Agricultura, Pesca y Desarrollo Rural, y previa deliberación
del Consejo de Gobierno, en su reunión del día 23 de diciembre de 2014,

DISPONGO

Artículo 1. Modificación de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los
Consumidores y Usuarios de Andalucía.

La Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los Consumidores y Usuarios de Andalucía, se
modifica en los siguientes términos:

Uno. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 15, con la siguiente redacción:
“4. La Junta Arbitral de Consumo de Andalucía es el órgano administrativo de la Administración de la Junta de
Andalucía para la gestión del arbitraje institucional de consumo y la prestación de servicios de carácter
técnico, administrativo y de secretaría, tanto a las partes como a las personas que desempeñan la función
arbitral.”

Dos. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 15, con la siguiente redacción:
“5. El desempeño de la función arbitral participando en los órganos arbitrales, colegiados o unipersonales,
una vez finalizado el ejercicio de dicha función en cada procedimiento, con la formalización y firma del laudo,
dará derecho a indemnización en los términos y cuantía que establezca la normativa reglamentaria
correspondiente.”

Artículo 2. Modificación del Decreto 54/1989, de 21 de marzo, sobre indemnizaciones por razón del
servicio de la Junta de Andalucía.

Se modifica el Decreto 54/1989, de 21 de marzo, sobre indemnizaciones por razón del servicio de la Junta de
Andalucía, en los términos que a continuación se expresan:

Uno. Se añade un párrafo e) al apartado 1 del artículo 2, con la siguiente redacción:
“e) Las personas ajenas a la Administración de la Junta de Andalucía por su participación en órganos
arbitrales de consumo, colegiados o unipersonales, de la misma.”
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Dos. Se añade un párrafo g) al apartado 1 del artículo 3, con la siguiente redacción: 
“g) Participación en los órganos arbitrales de consumo, colegiados o unipersonales. En estos casos la
indemnización por la participación se devengará, una vez finalizado el ejercicio de la función arbitral de cada
procedimiento, con la formalización y firma del laudo.»

Tres. Se añade un apartado 4 al artículo 30, con la siguiente redacción:
«4. Las personas comprendidas en la letra e) del apartado 1 del artículo 2 podrán ser indemnizadas por el
concepto de asistencia por su participación en los órganos arbitrales de consumo, colegiados o unipersonales,
de la Administración de la Junta de Andalucía.”

Cuatro. Se añade un artículo 34 bis, con la siguiente redacción:
“Artículo 34 bis. Indemnizaciones por participación en órganos arbitrales de consumo, colegiados o
unipersonales.
1. Las personas a las que se refiere la letra e) del apartado 1 del artículo 2 que formen parte de órganos
arbitrales de consumo, colegiados o unipersonales, de la Administración de la Junta de Andalucía, podrán
percibir indemnizaciones, en las cuantías previstas en el Anexo VII, generándose el derecho al cobro de las
mismas una vez finalizado el ejercicio de la función arbitral, en relación con el procedimiento correspondiente,
con la formalización y firma del laudo arbitral.
2. En todo caso, será exigible para la percepción de indemnizaciones por este concepto:

a) Ostentar la condición de árbitro conforme a la normativa que resulte de aplicación.
b) Que exista la correspondiente convocatoria para la asistencia al órgano arbitral, colegiado o
unipersonal, y se acredite mediante la oportuna certificación.

3. La percepción de dicha indemnización es incompatible con la percepción de cualquier otra dieta, gasto de
desplazamiento o cualquier otra indemnización prevista en el presente decreto, no pudiendo devengarse más
de una indemnización por árbitro y procedimiento arbitral aunque se dicten varios laudos parciales en un
mismo procedimiento.
4. Las indemnizaciones por participación en órganos arbitrales de consumo, colegiados o unipersonales,
serán abonadas por la Consejería de la que dependa o a la que esté adscrito el órgano arbitral.”

Cinco. Se añade un artículo 43, con la siguiente redacción:
“Artículo 43. Justificación de las asistencias a los órganos arbitrales de consumo.
1. La justificación de las asistencias a los órganos arbitrales de consumo, colegiados o unipersonales, se
realizará mediante certificación acreditativa de la asistencia al órgano y de la formalización y firma del
correspondiente laudo arbitral, con indicación del expediente al que éste se refiere, la cual será expedida por
la persona titular de la secretaría de la Junta Arbitral de Consumo de Andalucía, una vez finalizado el ejercicio
de la función arbitral del procedimiento correspondiente.
2. En la certificación prevista en el apartado anterior se podrán acumular, en relación con la misma persona
integrante del órgano arbitral, la justificación referida a varios procedimientos arbitrales, con la finalidad de la
liquidación y pago conjunto de varias asistencias.”

Seis. Se añade un Anexo VII, con la siguiente redacción:

“Anexo VII. ASISTENCIA POR PARTICIPACIÓN EN ÓRGANOS ARBITRALES DE CONSUMO, COLEGIADOS O
UNIPERSONALES. 

Tipo de designación Importe por participación en procedimiento arbitral (laudo)

Árbitro Presidencia 30,00 euros

Árbitro vocalía 20,00 euros

Árbitro único 30,00 euros”
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Artículo 3. Modificación de la Ley 1/2014, de 24 de junio de Transparencia Pública de Andalucía.

Se modifica el apartado 1 de la disposición final quinta de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública
de Andalucía, que queda con la siguiente redacción:

“1. La presente ley entrará en vigor al año de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,
salvo lo dispuesto en su Título V, que entrará en vigor el 1 de enero de 2015”.

Artículo 4. Modificación de la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

La Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía, queda
modificada como sigue:
Se suprime de la Tabla de Tasas de la referida Ley 4/1988, de 5 de julio, dentro del epígrafe 0017 Tasa por gestión
técnico-facultativa de los servicios agronómicos, el apartado 01.06. Inspección de equipos e instalaciones para
tratamientos fitosanitarios. Importe: un 0,5% del capital invertido. 

Artículo 5. Modificación del Decreto 177/1989, de 25 de julio, por el que se autoriza la constitución
de la empresa de la Junta de Andalucía, “Verificaciones Industriales de Andalucía, S.A.”

El Decreto 177/1989, de 25 de julio, por el que se autoriza la constitución de la empresa de la Junta de Andalucía
“Verificaciones Industriales de Andalucía, S.A.”, queda redactado en los siguientes términos:

Uno. Los puntos 1 y 6 del apartado Quinto quedan redactados del siguiente modo:
“1. La sociedad tendrá como objeto social la realización de las actuaciones de inspección y control
reglamentario derivados de la aplicación de las distintas reglamentaciones agrícolas, industriales, mineras y
energéticas en aquellas materias asignadas bien por el presente Decreto, bien en un futuro por la Junta de
Andalucía. Asimismo tendrá como objeto social la realización de todo tipo de trabajos, obras, estudios,
informes, proyectos, dirección de obras, consultorías, asistencias técnicas y servicios públicos en estas
materias o que le puedan ser atribuidos por la Administración competente.

Especialmente será cometido de la Sociedad la gestión de los servicios públicos de Inspección Técnica de
Vehículos (ITV), control metrológico e Inspección Técnica de Equipos de Aplicación de Productos Fitosanitarios
en la Comunidad Autónoma, en las condiciones establecidas en la normativa de aplicación.”

“6. Se autoriza a la persona titular de la Consejería competente en materia de industria a adoptar las medidas
oportunas al efecto de modificar la escritura pública de constitución y los estatutos de la sociedad con el
objeto de adaptar su objeto social, y su posterior inscripción en el Registro Mercantil.”

Dos. Se añade un nuevo apartado noveno con la siguiente redacción:
“Noveno.
Para la gestión del servicio público de Inspección Técnica de Equipos de Aplicación de Productos
Fitosanitarios la empresa queda facultada para:
a) Realizar la inspección técnica de equipos de aplicación de productos fitosanitarios exigida por la normativa
de aplicación, conforme a las directrices y supervisión del órgano competente en materia fitosanitaria.
b) Comunicar al órgano competente en materia fitosanitaria un listado informático de los equipos con
resultado favorable de la inspección, así como de los desfavorables, con indicación de los defectos graves
encontrados.
c) Colaborar con la Administración en la aplicación de la reglamentación sobre equipos de aplicación de
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productos fitosanitarios, con la coordinación del órgano competente en materia fitosanitaria.
d) Llevar a cabo cuantas actividades sean complementarias y anejas a las anteriores.”

Disposición adicional primera. Prestación del servicio público de Inspección Técnica de Equipos de
Aplicación de Productos Fitosanitarios.

La prestación del servicio público de Inspección Técnica de Equipos de Aplicación de Productos Fitosanitarios en la
Comunidad Autónoma de Andalucía se realizará de manera directa por la Administración de la Junta de Andalucía,
en régimen de exclusividad, a través de la sociedad mercantil del sector público andaluz “Verificaciones Industriales
de Andalucía, S.A.”

Disposición adicional segunda. Habilitación.

Se habilita a la persona titular de la Consejería competente en materia de Industria para que dicte las órdenes
oportunas para el establecimiento de las tarifas a percibir por los servicios de Inspección Técnica de Equipos de
Aplicación de Productos Fitosanitarios que prestará la Comunidad Autónoma a través de la sociedad mercantil del
sector público andaluz “Verificaciones Industriales de Andalucía, S.A.”, previo informe de la Consejería competente
en materia fitosanitaria.

Disposición transitoria única. Participación con anterioridad en órganos arbitrales de consumo.

1. La participación en los órganos arbitrales de consumo realizada con anterioridad a la entrada en vigor de este
decreto-ley, y como máximo desde enero de 2012, que no haya sido objeto de pago de cantidad alguna por cualquier
concepto, será objeto del abono de las asistencias previstas en este decreto-ley, generándose el derecho al cobro de
las mismas una vez finalizado el ejercicio de la función arbitral, en relación con el procedimiento correspondiente,
con la formalización y firma del laudo arbitral.

2. Para su liquidación se emitirá la correspondiente certificación de la persona que ostente la secretaría de la Junta
Arbitral de Consumo de Andalucía, en la que además se hará constar que tal asistencia se ha prestado con
anterioridad a la entrada en vigor de este decreto-ley y que no ha sido objeto del pago de cantidad alguna, por
cualquier concepto, por el ejercicio de la participación en el órgano arbitral de consumo con relación al expediente al
que se refiera.

Disposición final primera. Modificación de disposiciones reglamentarias.

Las previsiones contenidas en este decreto-ley, que afectan a las indemnizaciones por razón del servicio de la Junta
de Andalucía, aprobadas por el Decreto 54/1989, de 21 de marzo, y al Decreto 177/1989, de 25 de julio, por el que
se autoriza la constitución de la empresa de la Junta de Andalucía “Verificaciones Industriales de Andalucía, S.A.”,
podrán ser modificadas en el futuro por normas del correspondiente rango reglamentario.
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Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Este decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 23 de diciembre de 2014.

SUSANA DÍAZ PACHECO        
Presidenta de la Junta de Andalucía

MANUEL JIMÉNEZ BARRIOS
Consejero de la Presidencia
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